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EMPIEZAN -CON MAL PIE- LAS 35 HORAS


Los primeros acuerdos entre actores sociales encaminados a reducir la jornada laboral a 35 horas, con el objetivo de contribuir a la creación de empleo, han chocado en España con la oposición del Gobierno y las críticas de la CEOE.


EL PUNTO DE PARTIDA


Cuando hace poco más de un año, y en particular después de la Ley francesa sobre la reducción de la jornada laboral, se extiende ese debate en España, los actores sociales, el gobierno, muchos estudiosos y la opinión pública en general se pronuncian sobre el asunto. La razón es muy sencilla: es tan grave el problema del paro en este país y tiene tal cantidad de negativas consecuencias sobre otros aspectos de la vida individual y colectiva, que cualquier iniciativa dirigida a reducirlo necesariamente provoca una clara toma de posición.


Alguna organización política (IU)  y algún sindicato (UGT) se decantan netamente por una ley que regule esa reducción (ES9804251F) ; otros partidos (PSOE) y sindicatos (CCOO) proponen la negociación entre los actores sociales como instrumento primordial del cambio, aunque sin oponerse a que pudiera haber una ley que enmarcara algunos aspectos generales de la cuestión. El PSOE señala que debería haber un programa de incentivos que impulsara a las empresas a negociar ese tema. El Gobierno (PP) y la patronal (CEOE) se pronuncian porque sean los actores sociales, no una ley, quienes protagonicen el proceso; en particular cabe tener en cuenta al ejecutivo que declara solemnemente que apoyará sin titubear los acuerdos alcanzados por los negociadores sociales sobre esa cuestión.


DE LAS PALABRAS A LOS HECHOS


En los últimos meses diversos pactos regionales, comarcales y locales han abierto el camino a la reducción horaria. Algunos de los más significativos, los Acuerdos por el Empleo firmados en Galicia, Catalunya, Castilla-León, Navarra y Andalucía (9810184F- 9812192N)prevén, con diversas fórmulas, algún tipo de subvención pública a las empresas que creen empleo, especialmente si ello se da a través de la reducción horaria (9809282N-9810186N) ; el más explícito, al respecto, es el de Andalucía que firman únicamente la Junta de Andalucía y los Sindicatos, no sumándose la patronal de la región. En realidad emn todos los acuerdos regionales la reducción del tiempo de trabajo ha encontrado resistencia de la patronal regional.


Con posterioridad tiene lugar la firma de  convenios colectivos en una serie de ayuntamientos y en la Diputación de Barcelona, todos los cuales acuerdan la reducción del horario a 35 horas. Se trata, sobre todo, de ayuntamientos catalanes, tanto grandes (Sta. Coloma de Gramanet, Tarragona, Manresa) como medianos (Salt, Sant Adriá del Besós, Badía, Montornés) o pequeños. Tanto en estos como en la Diputación de Barcelona las negociaciones y el acuerdo tienen lugar entre los "actores sociales", es decir, entre la dirección de la institución y el comité de empresa.


La reacción del gobierno central es la de impugnar tales acuerdos, argumentando que contradicen la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local que homogeneiza la jornada de los funcionarios locales y la de los funcionarios de la administración civil del estado; a tal respecto esa jornada está fijada en 37.5 horas. Por ahora dicha impugnación ha tenido efecto puesto que el Tribunal Superior de Catalunya ya ha suspendido la aplicación del acuerdo de 35 horas en varias corporaciones locales. Con la misma lógica, el ejecutivo ha señalado que impugnará el acuerdo de Andalucía cuando éste sea trasladado a las instituciones de la administración. Llama la atención esta reacción no sólo porque parece atentatoria a la autonomía negociadora de las partes, sino porque hay ayuntamientos que desde hace años tienen negociados acuerdos de reducción de la jornada laboral a 35 horas sea definiendo ésta semanalmente sea anualmente -caso del ayuntamiento de Madrid- (en este caso las horas totales son 1512). Es decir, todo apunta a que la reacción del gobierno tiene el objetivo de intervenir en el tema, torpedeando la reducción de la jornada, que es lo que denuncian los sindicatos, los comités y los trabajadores afectados.


LA REACCIÓN DE LOS SINDICATOS


La reacción de los sindicatos -y mucho más la de los comités implicados- ha sido contundente: han acusado al gobierno de obstrucción e incoherencia, dado que niega con los hechos lo que afirma de palabra. En varias ciudades se han registrado manifestaciones de los funcionarios y trabajadores locales de la administración.


Por lo demás, han vuelto a reafirmarse ante la opinión pública en las posiciones que mantienen respecto a la reducción del horario laboral. CCOO  propone una ley marco que promueva e incentivo la negociación gradual de las 35 horas. UGT pide una ley semejante que frene las posibles disgregaciones que una negociación fragmentada por regiones podría crear. Ambos piensan que dicha ley debería ser negociada entre los agentes sociales y el gobierno y posteriormente trasladada al parlamento.


Y, lo que es más importante, los dos sindicatos quieren hacer de la reducción de la jornada a 35 horas uno de los ejes fuertes de la negociación en 1999, por encima de la demanda de incrementos salariales, aunque sin renunciar a ellos, puesto que creen que incrementar el poder de compra también beneficia al empleo. Es obvio que la de las 35 horas va a ser una demanda presente en todas las plataformas de negociación sean sectoriales que de empresa. Con ello ponen de manifiesto que creen en la necesidad de articular iniciativas legales con negociación para resolver el problema.


EL NO DE LA PATRONAL


La CEOE se ha opuesto al acuerdo de Andalucía, el que más explícitamente se pronuncia, hasta ahora, por la reducción de la jornada a 35 horas, además de criticar las iniciativas asumidas en los ayuntamientos con un mismo argumento: que se está haciendo un uso político de las 35 horas. La patronal española no se opone a la negociación de la reducción de la jornada, pero señala que ha de hacerse dentro de cada empresa. Posición ésta que, para los sindicatos y para muchos observadores, supone un alto riesgo de fragmentación de las condiciones de trabajo además de una posible tergiversación del sentido de la reducción de la jornada.


UN CAMBIO QUE AVANZA, AUNQUE LENTAMENTE


La realidad es que las 35 horas empiezan a abrirse camino en las empresas, aunque con signos distintos. La primera empresa privada en la que ese acuerdo se ha alcanzado, a cambio de la bonificación de una parte de las cotizaciones y de reorganización de los turnos de trabajo, es Jevsa. En alguna otra empresa las 35 horas se están planteando a cambio de no reducir la plantilla. Es una empresa catalana y el acuerdo es el primer punto del decreto sobre reducción y organización del tiempo de trabajo.


Pero hay otros puntos de vista interesados en esa reducción, desde la perspectiva económica; así los hoteleros de la Costa Dorada (Tarragona) indican que reducir el tiempo de trabajo puede incrementar mucho el negocio turístico y con ello el empleo necesario en ese sector. Las encuestas de opinión señalan una mayoría de ciudadanos favorables a la reducción horaria, aunque se manifiestan reticentes a que ello comporte reducción de salarios.


COMENTARIO


La negociación colectiva de las condiciones de trabajo se ha asemejado siempre más a una cadena de montañas que a una línea recta: es decir, siempre ha habido puntos más adelantados que han "tirado" del resto, porque estaban en posiciones mejores -por las características de  los actores negociadores o de su situación económica- que la mayoría. Ese papel ha sido jugado por las grandes empresas, por algunos sectores punta, por empresas públicas.


Parece evidente que en la lucha por la mejora del empleo y específicamente por la reducción del tiempo de trabajo con creación de nuevo empleo, la administración pública y las empresas públicas están llamadas a ser la vanguardia y arrastrar al resto. Si el gobierno se opone a ello es por dos motivos. El primero porque en coherencia reducir el tiempo de trabajo significaría incrementar gastos, tanto por el mantenimiento de los sueldos y salarios como por la creación de nuevo empleo para cubrir las funciones que el personal con reducción de jornada no podrá cubrir en la administración. La segunda porque ello influirá decisivamente en las demandas que se originen en el sector privado, y el ejemplo público sería ponerse en contra de las estrategias patronales, de la CEOE (con el costo político que se supone podría tener para el partido gobernante). Pero paraece obvio que estos “ejemplos” públicos acabarán influyendo en el sector privado.


De cualquier manera interferir en la autonomía de las partes que negocian las condiciones de trabajo -que es el significado de los recursos que está haciendo el gobierno- parece un camino equivocado para resolver las desavenencias.


Por tanto, aunque con otro sentido, el presidente de la CEOE tiene razón cuando habla de problema político. En realidad estamos ante un problema político de gran envergadura. Pero es seguro que el desempleo no se solucionará a menos que no haya políticas de empleo que decididamente apuesten por resolverlo. No sólo el sentido común y la opinión pública, sino todos los conocimientos sobre organización y productividad señalan que reducir el tiempo de trabajo no tiene por qué afectar a la capacidad competitiva de las empresas.(F:Miguélez, QUIT).


